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CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

SALA TERCERA IDE LO CONTENCIOSO, ADMINISTRAIIVO Y LABORAL

Panarilán once (1f ) de iunio de dos mil dieciocho (20i18).

VISTOS:

El 25 de agosto de 2016, el Doctor Jaime Franco Pérez, actuando en

nombre y representación de la Contraloría General de la República, presentó ante

la Sala Tercera de la Gorte Suprema de Justicia, una Demanda Gontencioso

Administrativa de Nulidad para que se declare nulo, por ilegal, el artfculo 182-B del

Estatuto de la Universidad de Panamá, modificado por el Goncejo General

Universitario en tas Reuniones Extraordinarias N'7-16 y 8-16, celebradae el 23 de

junio de 2016 y el 4 de agosto de 2016, respectivamente (fs. 2-1a\.

Mediante Resotución fechada 10 de octubre de 2016, este Tribunal accedió

a la solicitud formulada por la parte actora, consistente en la suspensión

provisionalde los efectos de la norma acusada de ilegal (fs. 60-70).

Posteriormente, esto es, el 17 de noviembre de 2016, se admitió la referida

demanda; se envió copia de la misma al Presidente del Gonsejo General

Universitario de ta Universidad de Panamá, a fin de que rindiera un informe

explicativo de conducta; y se le corrió traslado al Procurador de la Administración

(fs.75).

I. NORMAACUSADA DE ILEGAL

Es el artículo 182-8 del Estatuto de

por los Acuerdos de Ia Reunión No. 1-12,

Ia Universidad de Panamá, adicionado

celebrada el 14 de febrero de 2012, y
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rec¡entemente modificada por los Acuerdos de las Reuniones Extraordinarias N"7-

16 y 8-16, celebradas el 23 de junio de 2016 y el 4 de agosto de 2016,

respectivamente. Dicha norma es deltenor siguiente:

"Artícuto 182-8: Sólo recibirán bonificación por antigüedad, el

personal académico que deje su puesto. p-or renuncia, jubilación,

bensión por vejez, fallecimiénto, retiro definitivo por. incapacidad

vitalicia concediáa por la Caja de Seguro Social, por haber finalizado

su relación taboral con la lñstitución por tener setenta y cinco (75)

años de edad o por cualquier otra causal aprobada por los órganos

de gobierno comPetentes.

La bonificación por antigüedad se calcula tomando en cuenta el

promedio de la remuneración devengada durante los cinco (5)

me¡ores años Iaborados por el profesor desde su ingreso a la

activ¡OaO académica en la Universidad de Panamá, asf:

-Al completar diez (10) años de servicio
meses de remuneración de bonificación.

tendrá derecho a seis (6)

-Al completar qulnce (15) años de serv¡cio tendrá

meses de remuneraciÓn de bonificación.
-Al completar veinte (20) años de servicio tendrá
meses de remuneración de bonificación.
-Al completar veinticinco (25) años de servicio tendrá derecho a doce

(12) meses de remuneración de bonificación.
-Al'complet¿ir treinta (30) años o más de servicio tendrá derecho a

quince (tS) meses de remuneración de bonificación." (Pág. 29 de la

éaceta Oficial No.28097 de 17 de agosto de 2016).

I. NORMAS QUE SE ESTIMAN VIOLADAS
Y EXPLICACIóN DEL CONCEPTO EN QUE LO HAN SIDO.

La parte actora estima que el artículo 182-B del Estatuto de la Universidad

de Panamá, viola las siguientes normas:

i. El artículo 112 delTexto t]nico de 29 de agosto de 2008, que comprende

la Ley 9 de 1gg4, por la cual se establece y regula la Carrera Administrativa:

,,Artículo 112. La bonificación por antigüedad se calcula tomando en

cuenta los años laborados, desde la adquisición del estatus de

servidor priblico de Garrera Administrativa al rlltimo sueldo

devengado.
Solo récibirán bonificación por antigüedad los servidores públicos de

Carrera Administrativa que dejen su puesto por renuncia, iubilación,
o reducción de fuerza.
Al completar diez años de servicios, tendrá derecho a cuatro meses

de sueldo Por bonificación.
Al completar quince años de servicios, tendrá derecho a seis meses

derecho a ocho (8)

derecho a diez (10)



de sueldo por bonificación. '

Al completar veinte años de seruicios, tendrá derecho a ocho meses

de sueldo por bonificaciÓn.
Al completar veinticinco años de servicios, tendrá
meses de sueldo como bonificaciÓn."

de¡,echo a diez

El abogado de la institución demandante señala que elartlculo 182-8
def Esátuto de la Universidad de Panamá infringe el artículo 112 de

la Ley de Carrera Administrativa -que es de aplicación supletoria,

dado que el tema de la bonificación por antigüedad no está regulado

en la Ley Orgánica de ta Universidad de Panamá-, ya que el mismo

estabbcé causates de bonificación ,por antigüedad distintas de las

previstas en la Ley de Carrera. Administrativa; igualmente, dispone

una fórmula para el cálculo de llicha bonificación que es diferente a

la contempláOa en la Ley de Carrera Administrativa; así como

también que ta bonificación por antigüedad consiste en determinada
cantidad de meses de remuneración, segrin los años de servicio, a

pesar que la Ley de Carrera Administrativa habla de meses de

salario, según los años de servicio, existiendo entre ambos términos
(remuneraóión y salario) notables diferencias; y qu9, además,

óomprende más meses de bonificáción por antigüedad de lo que

reguia Ley de Carrera Administrativa; situación frente a la cual

coirsidera que resulta claro que por la vía reglamentaria (artículo

182lr^ del Estatuto Universitario de la Universidad de Panamá) se ha

ampliado el alcance del artfculo 112 del Texto unico de la Ley 9 de

1994 (fs. 5-8).

2. El artículo 5 del Texto Lf nico de 29 de agosto de 2008, que comprende la

Ley 9 de 1g94, por la cual se establece y regula la Carrera Administrativa:

"Artículo 5. La Carrera Administrativa es obligatoria para todas las

dependencias del Estado y para los municipios no subsidiados, y se

apiicará supletoriamente en las instituciones prlblicas que se r'ljan por

otras carreras públicas legalmente reguladas o por leyes especiales."

Sobre el particular, la parle actora indica que al ampliar el alcance del

artícuto 112 delTexto tJnico de la Ley 9 de 1994, que es la norma legal que reguta

supletoriamente la bonificación por antigüedad, dado que la Ley Orgánica de la

Universidad de Panamá no contempla tal beneficio, el artículo 182-Bdel Estatuto

de la Universidad de Panamá quebranta el artículo 5 de la Ley de Carrera

Administrativa (fs. 8-9).

3. El artículo 45 del Código Civil:

"Articulo 45. La personalidad civil se extingue por la muerte de las

personas.



La menor edad, la demencia o imbecibilidad, la sordomudez del que
no sabe leer y escribir, no son más que restricciones de la
personalidad jurídica. Los que se hallaren en alguno de estos
estados son susceptibles de derechos y aun de obligaciones cuando
éstas nacen de los hechos o de relaciones entre los bienes del
incapacitado y un tercero.'i

El apoderado judicial de la Gontralorla General de la República expresa que

a pesar que el artículo 45 del Código Civil dispone que la personalidad civil se

extingue por la muerte de las personas, to cuat significa que los difuntos no

pueden ser titulares de derechos ni de obligaciones, el artículo 182-8 del Estatuto

de la Universidad de Panamá establece para el profesor que fallece el derecho a

recibir una bonificación por antigüedad (fs. 9-10).

4. El artículo 36 de la Ley S8 Oe 2000, sobre procedimiento administrativo

general:

"Artícuto 36, Ningún acto podrá emitirse o celebrarse con infracción
de una norma jurfdica vigente, aunque éste provenga de la misma
autoridad que dicte o celebre el acto respectivo. Ninguna autoridad
podrá celebrar o emitir un acto para el cual carezca de competencia
de acuerdo con la ley o los reglamentos."

Al respecto, quien demanda argumenta que en vista que la norma acusada

de ilegal reconoce el derecho a la bonificación por antigüedad del personal

académico de la Universidad de Panamá, ampliando el alcance del artículo 112

del Texto Único de la Ley 9 de 1994, disposición ésta que supletoriamente regula

dicho derecho, es evidente que la misma está desconociendo el texto del artlculo

36 de la Ley 38 de 2000, pues, se está reconociendo aquél beneficio de un modo

distinto del previsto en la Ley de Carrera Administrativa (fs. 10-11).

5. El artículo 13 (numeral 1) de la Ley 24 de 14 dejulio de 2005, Orgánica

de la Universidad de Panamá:

"ArtÍculo 13. El Consejo General Universitario tendrá como
funciones principales las siguientes:,
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1. Aprobar y reformar el Estatuto Universitario y los reglamentos
generales de la Universidad de Panamá.

La parte actora estima que el artículo 182-8 del Estatuto de la Universidad

de Panamá viola esta norma, porque el mismo establece "cualquier otra causal

aprobada por los órganos de gobierno competentes" para el reconocimiento de

una bonificación por antigüedad, con lo cual se le está otorgando a entes

administrativos distintos del Gonsejo General Universitario, la facultad de

determinar los supuestos que dan lugar a recibir tal beneficio, a pesar que la

función de aprobar y reformar el Estatuto Universitario es privativa del Consejo

General U niversitario (fs. 11 -12).

,'

III. INFORME DE CONDUCTA RENDIDO POR EL RECTOR
DE LA UNIVERSIDAD DE PANAMÁ

El 5 de diciembre de 2016, se recibió en la Secretaría de esta Sala el

informe de conducta rendido por el Rector de la Universidad de Panamá, en el

cual, medularmente, señaló lo siguiente:

1. A nivel constitucional, en Panamá, el reconocimiento de la autonomía

universitaria está contemplado en el artículo 103 del Estatuto Fundamental.

En el marco legal, dicha autonomía universitaria está reconocida en el artículo

3 de la Ley48 de 1946; en los artículos 2y 4 del Decreto de Gabinete N'144

de 1969; en el artlculo 2 del Estatuto de la Universidad de Panamá (vigente

desde el 16 de junio de 1970); en el artículo 4 de la Ley 11 de 1981; en el

artículo 3 de la Ley 24 de 2005; en los artículos 4 y 5 del Estatuto de la

Universidad de Panamá (vigente desde el 15 de enero de 2009).

En el contexto jurisprudencial, la Gorte Suprema de Justicia también ha

reconocido ta autonomía de la Universidad de Panamá, explicando su alcance

y lo que implica la autonomla en una institución pública.

En virtud de lo anterior, se concluye que con base en su autonomla normativa,

2.

3.

4.
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la Universidad de Panamá tiene la

relacionados al pleno cumplimiento de

la Carta Política y su Ley Orgánica.

facultad de legislar sobre aspectos

limitaciones quesus objetivos, sin más

Además de reconocer la autonomía universitaria, la Ley 24 de 2005, en su

artícuto 40, crea la Carrera Académica Universitaria, que normará lo relativo at

egreso del personal académico universitario, entre otros aspectos, que se

desarrollarán en el Estatuto V los 
reglamentos universitarios; razón por la cual

considera que el legislador delegó la facultad de desarrollar aspectos de la

carrera académica, como el egreso del personal académico, en el Estatuto de

ta Universidad de Panamá y en tos reglamentos universitarios. En atención a

esa facultad de autorregutarse y teniendo en cuenta que uno de los derechos

del personal académico, al momento de su egreso, es la bonificación por

antigüedad, es por lo que el Gonsejo General Universitario aprobó el artículo

182-8 del Estatuto Universitario, que regula el cálculo de ese beneficio.

El Consejo General Universitario, 
_máximo 

órgano colegiado de cogobierno

universitario, que de conformidad con el numeral 1 del artículo 13 de la Ley 24

de 2005 tiene la fUnción de aprobar y reformar el Estatuto Universitario, posee

la facultad de normar sobre la bonificación por antigüedad, estableciendo los

montos de la bonificación y la fórmula de cátculo aplicable para ello, sin estar

supeditado a lo normado sobre esa misma materia en la Ley 9 de 1994.

Tomando en consideración que el "quid" de esta controversia radica en

estabtecer si las normas del régimen de Carrera Administrativa (Ley 9 de 1994)

son aplicables en las relaciones que rige la ley especial de la carrera docente

de la Universidad de Panamá, es fundamental tener en cuenta que los

requisitos necesarios para que opere la supletoriedad normativa son los

siguientes: a) 'que el ordenamiento que Se pretenda suptir lo admita

expresamente e indique el estatuto supletorio; b) que el ordenamiento objeto

de supletoriedad prevea la institución de que se trate; c) que no obstante esa

5.

6.

7.
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prev¡s¡ón, las normas existentes en tal cuerpo jurldico sean insuficientes para

su aplicación a la situación concreta presentada, por carencia total o parcial de

la regtamentación necesaria; y d) que las disposiciones o principios con los que

se vaya a llenar la deficiencia no contraríen las bases esenciales del sistema

legal de sustentación de ta institución suplida. Añade, que ante la falta de uno

de estos requisitos, no puede operar la supletoriedad de una legislación en

otra, y en este caso no se cumple con los requisitos contemplados en los

literates a) y c), ya que en ninguno de los distintos instrumentos legales

universitarios se consigna una norma referente a la posibilidad de aplicación

supletoria, y la regulación que brinda el Estatuto Universitario sobre el pago de

bonificación a los profesores no es insuficiente, pues, abarca los puntos

necesarios para el establecimiento y el pago de la bonificación

correspondiente.

B. En cuanto a los argumentos expuestos por el Gontralor General de la

República, cabe señalar lo siguiente: elartlculo 182-B del Estatuto Universitario

no contiene vacfos o lagunas legales que requieran suplirse mediante la

aplicación supletoria de la Ley 9 de 1994; la aplicación de la norma acusada de

ilegal no afecta fondos priblicos, porque en la reunión extraordinaria N"8-16 de

4 de agosto de 2016, el Consejo General Universitario aprobó que para cubrir

las bonificaciones que se crea un fondo especial y que mientras ese fondo no

cuente con los montos suficientes para la erogación de la bonificación a que

tiene derecho el profesor, se utilizará como fuente de financiamiento de la

bonificación, la posición en la que se encuentra el profesor, porque lo que ésta

se mantendrá sin uso, hasta que se alcance el monto desembolsado; no existe

colisión entre los articulos 45 del Gódigo Civil y 182-B del Estatuto

Universitario, porque este último no reconoce derechos a los difuntos, dado

que el elemento que se tiene en cuenta para el pago de la bonificación es la

antigüedad y no ta condición de difunto; el Consejo Administrativo, máximo


